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(Sin corregir) 


PRESIDEN: Señores Representantes Alfredo Asti, Presidente y Fitzgerald Cantero  Piali, 
Vicepresidente. 


MIEMBROS: Señores Representantes Julio Álvarez, José Bayardi, Daniel Caggiani, Alberto Casas, 
María Elena Laurnaga, Daniel Peña Fernández, Nicolás Pereira y Horacio Yanes. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Pablo Pérez González. 


INVITADOS: Por la Comisión de Descentralización de la Junta Departamental de Maldonado, señores 
Roberto Airaldi, Presidente; Fermín de los Santos, Leonardo Delgado y Elizabeth Arrieta, 
miembros y Marcelo Pereira, Secretario Administrativo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida a la delegación de la Junta Departamental de Maldonado, integrada por la 
señora Edila Elizabeth Arrieta, los señores Ediles Fermín de los Santos, Leonardo Delgado y Roberto Airaldi, 
y el señor Marcelo Pereira, Secretario administrativo de la Comisión de Descentralización. 


Pido disculpas por la demora porque estaba en otra Comisión a la que asistió el señor Ministro de Economía 
y Finanzas. En general, la Comisión sesiona a primera hora de la mañana, pero hicimos el cambio de horario 
a pedido de la delegación. 


Este proyecto intenta actualizar y modificar las disposiciones que crearon los Municipios, por lo tanto, es 
importante que quienes tienen actuación a nivel de los gobiernos departamentales y locales nos den su 
opinión, que será bienvenida. 


SEÑOR AIRALDILI.- Soy el Presidente de la Comisión de Descentralización de la Junta Departamental 
de Maldonado. 


Nuestra Comisión, luego de distintas rondas con los Municipios para tener una percepción de la situación, 
encontró necesario modificar el decreto departamental. Hace aproximadamente seis meses nos reunimos con 
autoridades de la Oficina de Planeamiento y Presupuestos, que nos recibieron muy amablemente y nos 
plantearon que no había voluntad de modificar la ley. Entonces, seguimos trabajando en Maldonado y luego 
nos enteramos de que el Parlamento tenía intenciones de hacer modificaciones. En ese sentido, sentimos la 
necesidad de saber en qué dirección se va, porque no podemos modificar el decreto departamental en 
contradicción con el camino que está tomando la ley nacional, que va a tener más valor que nuestro decreto. 


En definitiva, solicitamos la entrevista para consultar qué dirección se va a tomar, más allá de que creemos 
entenderla. 


Por otra parte, nos gustaría trasladar nuestras experiencias y realizar aportes. 
Agradecemos que nos hayan recibido con cierta premura y que se haya cambiado el horario porque 


terminamos a las cuatro de la mañana la sesión de la Junta y hubiera sido tremendo tener que salir a las seis o 
siete de la mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La delegación tiene el proyecto que está analizando la Comisión? Aclaro que 
fue realizado a partir de un acuerdo multipartidario fuera de la Comisión, que veremos si se va a 
reflejar en las discusiones que se darán en este ámbito. 


SEÑOR AIRALDI.- Tenemos un adelanto de hace aproximadamente quince días. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Me refiere a un proyecto que ingresó a la Comisión a través de la Cámara. 


SEÑOR AIRALDI.- Sí; lo tenemos. 


SEÑORA ARRIETA.- Soy Edila departamental de Maldonado por el Partido Nacional. 


Tenemos algunas inquietudes puntuales que traemos a título personal porque no es una posición general de la 
Comisión, que hemos ido recogiendo en los Municipios junto con los Alcaldes, los Concejales y los vecinos 
y vecinas del departamento. 


No sé si es oportuno hacer el planteo en este momento o si la Comisión prefiere hacernos la presentación del 
proyecto. 


SEÑOR BAYARDI.- Se supone que nosotros debemos conocer el proyecto que estamos analizando. Si 
la delegación también lo conoce, lo más importante es que la Comisión tome conocimiento sobre qué 
están reflexionando desde la experiencia de los Municipios del departamento de Maldonado para saber 
qué espacio tiene dentro de lo que estamos considerando. 


Si el decreto departamental no se opone a la Constitución y a las leyes -las que están vigentes y las que lo 
estarán-, el departamento de Maldonado podría tenerlo para regular los Municipios. Los decretos sancionados 
por las Juntas Departamentales tienen fuerza de ley en su jurisdicción y si no se oponen a la Constitución o a 
las leyes podrán tener niveles organizacionales de los propios Municipios que sea el que parte de su 
experiencia. Para nosotros, sería importante conocer las reflexiones de la Comisión, de sus integrantes y de 
los Ediles. 


SEÑORA ARRIETA.- Desde 2010 hasta el presente, la Comisión ha llevado a cabo entrevistas a 
distintos Municipios de Maldonado y, en esas oportunidades, nos han hecho planteos en los que se 
repiten ciertas inquietudes y dificultades. Sobre la mesa siempre está presente la asignación de los 
recursos. Esta se hace a través del Presupuesto Quinquenal, y mediante mecanismos internos que se 
definieron en el Ejecutivo Departamental y en el intercambio con los distintos Municipios se llegó a 
determinada asignación. 


Vuelvo a resaltar que manifestaremos las inquietudes que hemos recogido, pero que no necesariamente 
representan la posición de la Comisión; en algunos aspectos coincidimos entre los Ediles que integramos la 
Comisión, y en otros no. 


Asimismo, hemos observado que la ley no fija criterios para la asignación de los recursos. Sabemos que es un 
aspecto ríspido y complicado ya que, a su vez, debe respetarse la autonomía departamental consagrada en la 
Constitución de la República. No obstante ello, notamos que en el proyecto de ley de modificación se realiza 
un mayor detalle de los roles y cometidos de los Municipios. Por ejemplo, en este proyecto se establecen de 
manera más concreta ciertos roles y cometidos de los Municipios. Por ejemplo, cuando se habla de hacerse 
cargo de las Necrópolis, en la medida de lo posible, o del mantenimiento de la red vial. Pero la ley no 
acompaña con algún criterio -aunque sea de carácter general- que obligue, en cierta medida, al Gobierno 
Departamental a brindar los recursos necesarios. En la medida en que se dice que los recursos serán los que el 
Gobierno Departamental asigne, en definitiva, quedará en la voluntad del Intendente de cualquiera de los 
diecinueve departamentos, ya que es quien tiene iniciativa en la confección del Presupuesto Quinquenal, en 
el Mensaje que envía a las Juntas Departamentales. De todos modos, se ha avanzado en los criterios de 
repartos de los recursos que se asignan a nivel nacional, y nos gustaría saber cómo se establecen los 
porcentajes. 


Otro tema que se ha planteado recurrentemente en las entrevistas con los Municipios ha sido el apoyo técnico 
que necesitan para desarrollar sus labores, ya que siempre deben recurrir a las Intendencias, por ejemplo, para 
obtener apoyo jurídico, en técnica de obras, financiero y presupuestal. Los Municipios no tienen técnicos 
propios y esto genera dependencia de las Direcciones Generales de las Intendencias, lo que va en contra del 
concepto de descentralización más amplio que podemos tener. 


Durante las entrevistas con los Municipios también se ha reiterado la situación existente en el 
relacionamiento entre Municipios y Juntas Departamentales. Si bien las Juntas Departamentales tienen 
función de contralor sobre los Municipios, ese relacionamiento debe hacerse a través de los Ejecutivos 
departamentales. La Junta Departamental vería de manera positiva la existencia de una vía directa entre ellas 
y los Municipios. Además, plantearon la necesidad de hacer mayor hincapié en que se debería dar vista a los 
Municipios de los temas que se resuelven en el Gobierno Departamental. Muchas veces se resuelven temas 
que afectan directamente cuestiones vinculadas a un Municipio y este ni siquiera ha tenido posibilidades de 
tomar conocimiento de ello; no nos referimos a que deba existir opinión favorable por parte del Municipio, 
sino que simplemente esté enterado de los temas vinculados con su territorio. Ustedes podrán decir que es 
responsabilidad de cada Gobierno Departamental, pero hay que tener en cuenta que no existe obligación de 
dar vista a los Municipios. 


Asimismo, todos los Municipios nos han planteado la situación del ordenador. El ordenador de gastos es el 
Concejo, y el Alcalde es el ordenador de pagos. El Concejo se reúne un día a la semana y a veces en ese 
período surgen nuevos gastos -generalmente menores, pero urgentes-, pero el Alcalde está imposibilitado de 
ordenarlos. Muchas veces los Concejos han entendido que podían delegar la función de ordenador de gastos 
en el Alcalde, y así lo han hecho, pero luego han sido observados por el Tribunal de Cuentas. La ley tendría 
que habilitar la delegación de la función del ordenador de gastos del Concejo al Alcalde, aunque fuera con 
cierto tope, o una "caja chica". 


La modificación que se establece al régimen electivo para la suplencia del Alcalde es favorable. Entendemos 
de lógica que quien le sigue al Alcalde en su correspondiente lista, sea su suplente, en caso de ausencia. 
Hemos recogido varias opiniones en cuanto a que sería importante considerar la acumulación por sublemas 
en la elección del Alcalde, así como existe en la de Ediles e Intendentes. Parecería de lógica y permitiría tener 
mayor cantidad de listas con un mismo candidato y en algo tan próximo a los vecinos como es la elección del 
Municipio y Alcalde. Creemos que se aumentaría la participación ciudadana y, en definitiva, la 
profundización de la democracia. 


Otro tema que ha sido de particular interés en nuestra Junta Departamental y en la Comisión de 
Descentralización tiene que ver con la conformación de un nuevo Municipio. Por otra parte, nos ha parecido - 
nos hemos asesorado con nuestro asesor jurídico- que la ley tal como está redactada tiene una contradicción o 
una superposición de roles, en cuanto otorga a los vecinos la posibilidad de tener la iniciativa para la 
integración de un nuevo Municipio, exigiéndose actualmente el 15% de firmas de inscriptos en la jurisdicción 
mientras que, por otro lado, indica también que el Intendente siempre debería tener iniciativa para la creación 


del Municipio. En este aspecto, hay una contradicción entre ambas cosas, porque la iniciativa de los vecinos 
deja de ser tal, y tan solo sería una aspiración, si debe contar obligatoriamente con la iniciativa del 
Intendente. 


En el proyecto de ley eso cambia. Se eleva el porcentaje de firmas al 30%, que podrá ser discutible o no, pero 
que está manteniendo la posibilidad de la iniciativa de los vecinos. Como contrapartida allí se habla de la 
opinión preceptiva del Intendente y ya no de la iniciativa. Al respecto, quisiéramos que nos aclararan esto, 
porque en oportunidad de un foro de Municipios que se realizó en Maldonado pocos días atrás, los Diputados 
que estaban allí presentes -el señor Diputado Pérez, de nuestro departamento, y el señor Diputado Caggiani- 
nos explicaban que en caso de que el Intendente diera una opinión negativa, la Junta Departamental con 
mayoría especial, podía determinar la creación de un Municipio. Esto nos parece mucho más ordenado y 
coherente que como está redactado en la ley actual. 


De todas formas, en el proyecto de ley que nosotros recibimos no estaba la parte que establece que la Junta 
Departamental podría, inclusive con opinión negativa, determinar la creación de un Municipio. 


De ser así, entendemos que sería muy conveniente, pero pedimos que esa redacción sea lo más clara posible 
en cuanto hasta dónde va la potestad del Intendente a favor o en contra de la creación de un Municipio y 
hasta dónde puede o no resolver la Junta Departamental, porque esto luego podría generar dificultades en el 
devenir del período de Gobierno. 


También vemos que se fija una fecha para la creación de un nuevo Municipio; se habla de dieciocho meses 
antes de la próxima elección departamental. En ese sentido, consideramos que de aprobarse este proyecto de 
ley en los próximos días, meses o cuando ustedes dispongan, ya estaríamos dentro de ese plazo. O sea que, de 
aprobarse de esta manera, se estaría negando la posibilidad de que en alguna parte del país se pudiera crear 
un nuevo Municipio para la próxima elección departamental. 


Nosotros sabemos que estamos relativamente cerca de la elección departamental, y en todos los casos el 

plazo de dieciocho meses es muy extenso; creo que debería ser menor. Mi opinión personal es que este plazo 
no podría ser mayor a ciento ochenta días, por la dinámica del trabajo departamental, porque, de lo contrario, 
generamos una suerte de discusión de temas electorales un año y medio antes de una elección departamental. 


Sin embargo, de mantenerse el plazo que sea -dieciocho meses, por ejemplo- debería comenzar a regir a 
partir del próximo período de Gobierno, porque ya estamos dentro de esos dieciocho meses y, aprobándose el 
proyecto de esta manera, estaríamos impidiendo la creación de cualquier municipio en todo el país. 
Estaríamos, entonces, cambiando las reglas de juego sobre una elección departamental. Entonces, bien podría 
comenzar a regir a partir del próximo período de Gobierno, es decir de las elecciones departamentales de 
2020 o, de lo contrario deberíamos tener un régimen transitorio con un plazo distinto para esta elección 
inmediata. 


Este es el resumen de los temas que hemos ido recogiendo. 


SEÑOR BAYARDI.- Agradezco las consideraciones y reflexiones que ustedes están llevando adelante, 
que la señora Edila las consolidó todas juntas, de corrido, y yo traté de seguirla a medida que las iba 
planteando. 


Efectivamente, hay un problema que es el de los recursos para cumplir las funciones que la ley asigna, que 
acá se le trató de dar una solución determinada, que es la asignación de recursos a través de la distribución 
del fondo de incentivos para la gestión de los Municipios. 


Es obvio que este tema tiene que ver con la voluntad coincidente de la asignación de fondos que se pueda dar 
entre el Poder Ejecutivo y los distintos Gobiernos en lo relativo a las comisiones sectoriales; es la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto la que tiene un peso importante a la hora de la distribución de los recursos y, en 
ese sentido, hay elementos que ustedes nos transmiten con aprensión, que tienen su fundamento. Es lógico 
pensar que si se asignan muchas funciones y responsabilidades y, luego, no hay recursos, habrá algún 
problema que otro en cuanto a la satisfacción de la demanda de los vecinos de dicho Municipio, que va a 
recaer sobre quien esté ejerciendo la función de Alcalde. Esta ha sido una forma de darle más transparencia al 
punto de la asignación de los recursos. 


Además, hay un aspecto que siempre me ha preocupado mucho, que es el de los recursos de asesoramiento 
para el proceso de toma de decisiones porque, en la medida en que este proceso existe, desde ya estoy de 
acuerdo con que habría que contemplar el tema de la delegación -por parte del Consejo y con los referéndum 
que sea- de la asignación de los gastos. Digo esto porque si el Consejo se reúne fuera una vez por semana y 
todos sabemos que la gestión es diaria habría que ver si podemos afinar algún mecanismo que permitiera que 
la mayoría del Consejo ejerciera esa delegación. Luego, quedará a referéndum, pero tiene que poder estar 
porque, de lo contrario, es imposible gestionar. Como dije, se requiere una dinámica cotidiana en la gestión 
que no necesariamente la tiene el Consejo y sí el Alcalde. 


Otro tema es el de la hora de disposición de los recursos y de la orfandad -desde el punto de vista de los 
asesoramientos- en que se encuentran los Alcaldes a la hora de tomar decisiones. El asesoramiento jurídico 
sirve para saber qué y cómo se pueden hacer las cosas, pero quien toma la decisión verá luego si lo toma o lo 
deja, pero tiene que estar avisado de las implicancias que tiene tomar una decisión u otra. Este es un aspecto 
complejo que, obviamente, no resuelve más que de forma programática que se le asignarán los recursos desde 
el propio Gobierno Municipal. Lo tomo como preocupación porque para mí lo es, ya que a la hora de 
administrar recursos públicos -y también privados- se puede estar sujeto a sanciones de naturaleza penal por 
errores involuntarios. 


No sé bien a qué reunión hacía referencia cuando mencionó que habían estado presentes los Diputados Pérez 
González y Cagglan!... 


(Interrupciones) 
SEÑOR BAYARDI.- Bien. 


Bueno, es obvio que la opinión preceptiva del Intendente es de consulta respecto a dicho tema, y que hay 
cierta disposición a que la Junta Departamental sea el actor gravitante a la hora de la definición de los 
Municipios 


Con respecto a los plazos, refiere a toda la arquitectura desde el punto de vista electoral del Uruguay; 
definido un Municipio, hay que definir las circunscripciones, y dentro de ellas, quiénes quedan habilitados 
para votar dentro de dicha circunscripción, y disminuir el plazo que se vio, que era de dieciocho meses. Digo 
esto porque hay que hacer un cierre el año antes respecto a cuáles son los Municipios que están determinados 
para ser convocados. O sea que los dieciocho meses son un acompasamiento a los plazos que exige la 
arquitectura electoral del Uruguay, a efectos de organizar después la elección, dentro de la zona que quede 
comprendido el Municipio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ese plazo para la elección del año 2015 ya está cerrado. 


SEÑOR BAYARDI.- Por eso. Nosotros cerramos acá; ya estuvo cerrado porque ya se hicieron las 
comunicaciones y se dieron todas las instancias; inclusive hubo hasta un recurso que se presentó en su 
oportunidad por parte de los Ediles del departamento de Soriano, respecto a que el Intendente no 
había tenido en cuenta el tema de la voluntad de una parte de la población del propio departamento. 
Digo esto para aclarar el tema de los plazos. 


Creo que son de recibo las consideraciones hechas y habrá que ver algún ajuste del texto que se ha 
presentado en función de lo que se ha demandado. Reitero que la delegación que asigna la ley al Consejo 
podría llegar a darse en tanto no ha habido delegación que esté consagrada por el texto constitucional. Si así 
lo fuera, sería imposible que fuera delegada por ley. 


SEÑORA ARRIETA.- Nos parece muy bueno que se aplique ahora al Alcalde el mismo régimen de 
reelección que a los Intendentes. Esto era algo que no estaba definido en la ley. De la misma manera, se 
corrige también el tema de la suplencia, pero entendemos que estaría faltando la acumulación por 
sublemas en la elección. 


SEÑOR BAYARDI.- No tengo ningún problema con la acumulación, ya sea a nivel del Senado, de 
Diputados -aclaro que no hay acumulación por sublema a nivel de Diputados- u otros; no tengo 


problema con la acumulación por identidad, pero sí en cuanto a los cargos ejecutivos en la 
acumulación por sublema, porque puede desviar la voluntad mayoritaria de una población. Por 
ejemplo, si tengo una lista A que tiene un candidato que, por sí solo junta el 30% de los votos de una 
circunscripción, y después hago un sublema con una lista B, C, D, E, F, G, H, L, J -como ha sucedido- 
en la que ninguno tiene más del 10% de los votos de ese candidato. ¿Quién es más representativo para 
el sentir de la población? ¿El de A, que tenía solo el 30%, o del de la suma de once listas que ninguno 
llegaba al 10%? Este es un tema sobre el que tenemos que reflexionar. En ese sentido, creo que no hay 
duda de que sería más representativo el de la lista A y el tema relativo al sublema inhabilita este 
mecanismo. Lo aclaro porque es una preocupación que se puede tener. Pero, en la medida en que el 
cargo ejecutivo es un cargo muy de gestión operacional, tengo reservas respecto a esa acumulación. 


SEÑOR PEREIRA (don Nicolás).- La exposición que ha hecho la delegación da cuenta del análisis del 
proyecto en concreto. Creo que ustedes identifican alguno de los puntos centrales de lo que fue el 
debate de la Interpartidaria, que se tradujo en la presentación de este proyecto. 


Creo que los grandes temas estaban comprendidos en la exposición que han hecho. No voy a abundar en ellos 
porque ya han sido analizados por el señor Diputado Bayardi. Me gustaría hacer alguna reflexión respecto de 
los temas recursos y cometidos. 


En vuestra exposición planteaban que no se concretaba claramente el tema de los recursos, sobre todo los de 
fuente departamental. Al respecto, tenemos algunas restricciones -como bien decían ustedes-, en el sentido de 
que hay que respetar las autonomías departamentales, pero la forma que encontramos de salvar eso fue 
teniendo en cuenta el segundo párrafo del primer inciso que establece que la existencia de tales asignaciones 
y programas constituirá una meta dentro de los compromisos de gestión de los Gobiernos departamentales 
que deben cumplir para acceder al correspondiente porcentaje de ingreso de origen nacional. ¿Por qué es 
esto? Ustedes saben que parte de los recursos de origen nacional hacia los departamentos lo constituye el 
famoso 3,33%, que en realidad es un 2,9% que llega al porcentaje antedicho si se cumplen determinados 
compromisos de gestión. Con esta norma intentamos incentivar a los Intendentes para que, en la medida en 
que apuesten por poner recursos en la descentralización y en los Gobiernos municipales, puedan acceder a 
esa otra parte de los recursos, que parece que es muy poco, porque es un 0,4%, pero es muchísima plata. 
Como no podemos mandatar a hacer determinadas cuestiones a los Gobiernos departamentales, podemos 
establecer en la norma incentivos para que eso suceda. Esa fue la salvedad que hicimos, y creo que desde el 
punto de vista de la legislación nacional, es la mejor forma de salvar ese tema, es decir, de contribuir a que 
los Gobiernos departamentales pongan plata en la descentralización y apuesten por ella. Es por eso que así 
está establecido. 


Probablemente haya mejores propuestas, pero hasta ahora entendemos que esta es la mayor posibilidad que 
tenemos de trabajar para que esto suceda desde los departamentos. A esto se debe agregar la imperatividad de 
que tenga que existir dentro del presupuesto departamental un programa municipal por cada uno de los 
Municipios -donde se deben volcar esos fondos-, y a los que llegarán los fondos nacionales que se establecen 
en el numeral 2* del artículo 19. Al respecto teníamos algunas restricciones similares. Nosotros no podíamos 
establecer en este proyecto cuál iba a ser el monto a poner en el Fondo de Incentivo Municipal, porque eso lo 
tienen que fijar la Ley de Presupuesto del próximo Gobierno y de cada uno de los Gobiernos. Sí podíamos 
intentar fijar una serie de pautas que incentivaran a que ese Fondo se tradujera en una apuesta más 
importante, poniendo fondos en él, dadas las prioridades que tuvo este Gobierno nacional del Frente Amplio. 
En ese sentido, establecemos tres categorías de reparto de esos dineros nacionales, que tienden a establecer 
un gran tramo que tenga en cuenta las particularidades de cada uno de los Municipios, como su extensión 
territorial, su cantidad de población y sus diferentes complejidades. Luego, hay dos tramos. Uno es menor y 
sería igual para todos los Municipios. Partimos de la base de la permanente crítica que hacen los Gobiernos 
Municipales, con razón, en cuanto a que la cuota común para todos los Municipios no es lo mejor porque no 
atiende las diferentes complejidades que tienen, pero sí hay que tener un mínimo, que es igual para todos, y 
luego un 15% de ese Fondo que, en definitiva, tiende a premiar la buena gestión, la buena inversión y los 
buenos niveles de cumplimiento de las metas que los Gobiernos Municipales acuerden con el Gobierno 
nacional, en el marco del Congreso de Intendentes. 


Este artículo debe entenderse atado a los nuevos cometidos. Si no damos nuevos cometidos obligatorios a los 
Municipios, puede suceder que en el próximo Gobierno no haya una clara justificación de por qué apostar 


con más recursos a la descentralización. Esto debe entenderse como una cuestión muy unida; una cosa intenta 
empujar la otra. 


Hemos escuchado hablar a lo largo y ancho del país sobre la opinión que deben tener los Municipios en cada 
una de las iniciativas que se toman en el territorio. Intentamos recoger esto en el artículo 13, que determina 
los cometidos de los Municipios; allí se establece claramente que el Municipio debe emitir opinión 
preceptivamente sobre la pertinencia de los proyectos de desarrollo local referidos a su jurisdicción, y le 
damos un plazo para hacerlo. Obviamente, esa opinión no es vinculante, pero sí preceptiva. Tiene derecho y 
dentro de esos cuarenta y cinco días puede ejercer ese derecho a opinar sobre un proyecto que se va a instalar 
en su territorio. Así recogimos ese reclamo, que era permanente y lógico. Debemos avanzar para que los 
Municipios cada vez tengan más potestades a efectos de participar de estas cuestiones. 


El tema de la iniciativa de las poblaciones para constituirse en Municipio está bien aclarado por el señor 
Diputado Bayardi. Cuando discutimos esto advertimos que si damos iniciativa a la gente, esta debe llegar al 
lugar donde se define, que es la Junta Departamental. No obstante, la opinión del Intendente -que no es una 
opinión cualquiera- tiene que ser considerada. No podía ser que la opinión negativa del Intendente obstruyera 
la posibilidad de los vecinos de tener esa iniciativa; la ley lo facultaba, pero quedaba diluido. Nos pasó 
claramente con el caso de Villa Soriano al que ya refirió el Diputado Bayardi. 


La última puntualización que deseo hacer es en cuanto a la toma de decisiones mejor informada por parte de 
los Municipios y tiene mucho que ver con los recursos humanos con los que cuentan. El artículo 20 establece 
que el Gobierno Departamental proveerá los recursos humanos y materiales necesarios para los Municipios. 
Esto también va en sintonía -muy fina- con los nuevos cometidos. En la medida en que me tengo que hacer 
cargo de nuevas cosas, voy a necesitar otros recursos para asesorarme mejor. A su vez, el artículo 12 
establece al Municipio la potestad disciplinaria sobre los funcionarios que están a su cargo. 


Reconozco el trabajo que desarrolló la Junta Departamental de Maldonado. Creo que los grandes problemas 
están identificados conjuntamente. 


SEÑORA LAURNAGA.- Gracias por el interés de la delegación y por el trabajo de elaboración. 


La exposición de los compañeros que me precedieron en el uso de la palabra ha ido aclarando muchas cosas. 


Esta Comisión solicitó al Congreso Nacional de Ediles -entre otros- que hiciera un comentario sobre este 
proyecto de ley. Las Mesas se reunirán este fin de semana, en Melo. La Comisión de Descentralización del 
Congreso Nacional de Ediles es una de las más activas, por lo que sería interesante que ustedes volcaran esa 
preocupación en el seno de esa Comisión -seguramente, ya lo habrán hecho- para contar con una opinión 
elaborada, bastante general, de las demás Juntas Departamentales. Quizás los tiempos no coinciden con la 
voluntad de muchas Juntas Departamentales de pasar por acá, pero trataremos de recibir a todas las personas 
e instituciones que aspiren a hacerlo. De todos modos, pensando en forma optimista, el proyecto se podría 
aprobar en una primera Cámara, pero quedaría todo el trabajo para una segunda Cámara. Entonces, el vínculo 
entre ustedes, el Congreso Nacional de Ediles y la Comisión de Descentralización del Congreso -que es más 
ágil que el propio Congreso-, puede ser un factor interesante. De pronto, otras Juntas tienen más puntos para 
plantear. 


Por otra parte, hay algunos temas polémicos que creo fueron muy bien aclarados. La intención del equipo 
interpartidario de avanzar en esto, no obtuvo la firma de todos los partidos que integramos ese grupo de 
trabajo. Seguramente, no estarán los votos de todos los partidos a nivel de la Cámara, pero hay temas que son 
polémicos en su interpretación jurídica. Por ejemplo, me refiero a la opinión preceptiva del Intendente. 
Alguien podrá decir, desde un punto de vista jurídico, que por más que establezcas opinión preceptiva tiene 
derecho a decidir y que no se le pueden restringir potestades, y que si no le quiere pasar nada a la Junta 
Departamental, no le pasa. 


¿Qué queremos lograr con esta herramienta? Sabemos que no podemos contradecir a la Constitución de la 
República que otorga a los Gobiernos Departamentales, sobre todo a los Intendentes, una amplitud exagerada 
que a veces minimiza el rol de la Junta Departamental. Entonces, queremos establecer algunos puntos que 
aumenten el costo político de no hacerlo. Seguramente, no se pueden restringir competencias al Intendente 


mientras no haya cambios en la Constitución de la República. El ejercicio que estamos haciendo es el de 
sugerir criterios y no dineros, a nivel del Gobierno nacional, etcétera, como sistema de incentivos. 


Lo otro que quiero plantear es que acá todos representamos partidos políticos. Por lo tanto, convoco a que 
este trabajo también se haga a través de los partidos. Nos parece muy importante que cuando esto llegue al 
plenario de la Cámara, los Diputados y Diputadas de todo el país tengan cierto grado de involucramiento. 
Nosotros repartimos la integración de las Comisiones. Seguramente, no todos los Diputados y Diputadas del 
plenario, que son noventa y nueve, tendrán el grado de avance, profundización o discusión que tenemos acá, 
por lo que se van a reeditar debates en la Cámara, más allá de los informes en mayoría y en minoría que 
existan. Este es un trabajo político de varias puntas. Es legítimo plantear en esta instancia que los 
representantes de los partidos también procesen esta cuestión en el interior de sus propios partidos y de sus 
sectores. Digo esto porque todos estamos cruzados por una cuestión sectorial; es evidente. 


Por último, quiero decir que la Ley de Lemas fue eliminada a nivel departamental por la reforma 
constitucional de 1996. Quedaría una interpretación jurídica para hacer en el sentido de si es viable o no; no 
voy a entrar en la discusión de si me gusta o no me gusta o en los pro y los contra. Hay elementos de todo 
tipo para esta discusión. No me queda claro si jurídicamente se puede interpretar que como la Ley de Lemas 
está eliminada a nivel departamental, también se elimina a nivel municipal dado que los Municipios no 
existían cuando se hizo la reforma constitucional de 1996. Me importa señalar -esto es una opinión política y 
personal- que muchas veces las herramientas que nosotros producimos o que se instalan en el sistema político 
más adelante se vuelven complicadas o en contra, y esto genera problemas políticos que todos tendrán que 
procesar en sus internas partidarias, ¿no? Pero, en mi opinión, estrictamente personal, hubo un proceso 
centralización y disciplinamiento a nivel de la reforma constitucional de 1996 que tiene algunos efectos 
positivos y otros negativos. Cuando se crean figuras como estas, posteriores, hay todo un tema de 
interpretación, porque en realidad es un órgano ejecutivo dependiente de otro órgano ejecutivo que es la 
Intendencia de cada uno de los departamentos, y ahí hay objeciones jurídicas significativas. Ya contamos con 
opiniones de algunos juristas que dicen categóricamente que el Municipio no es un gobierno, sino una 
administración, como es el caso del doctor Daniel Hugo Martins. Más allá de que se trata de una opinión que 
está siendo contrastada con opiniones de otros juristas, lo que quiero decir es que el debate no es voluntarista 
ni solo de opinión política sectorial, sino que hay toda una complejidad desde el punto de vista jurídico 
cuando hay que interpretar y aplicar criterios generales a los casos particulares. En definitiva, el debate tiene 
muchas aristas y me parece muy importante que lo procesen en sus internas partidarias. 


SEÑOR DELGADO.- Me parece bueno ese artículo que refiere a incentivar la distribución de los 
recursos a través del Presupuesto Nacional, porque la autonomía de las administraciones 
departamentales no se puede violentar. 


Voy a hablar a título personal porque, como habrán visto, no hay acuerdo en la Comisión, digamos. Cabe 
señalar que el departamento de Maldonado distribuyó el Presupuesto departamental en base a tres ejes 
estratégicos que había firmado el Gobierno: las necesidades básicas insatisfechas en cada territorio, la 
extensión territorial y la población que comprende. Eso llevó un proceso en la Junta Departamental, a través 
del cual se discutió con la propia Comisión de Presupuesto, con el Intendente y con los Directores 
departamentales, pero también con los Alcaldes y con los Concejales, y de los Municipios de allí -que son 
tres del Frente Amplio y cinco del Partido Nacional-, el único que planteó diferencias en esa discusión fue el 
Alcalde de Solís. Es más: hubo manifestaciones de los Alcaldes del Partido Nacional que plantearon que les 
habían dado más recursos que los que ellos pretendían, y esto no es menor. Asimismo, en el foro del que 
estuvimos hablando, el Alcalde de Aiguá -que es del Partido Nacional- dijo que debía reivindicar el proceso 
de descentralización que se había hecho en Maldonado y que había habido voluntad política por parte del 
Gobierno Departamental para establecer los criterios claros sobre cómo distribuir el Presupuesto. 


Entonces, los Alcaldes han distribuido el Presupuesto en cada territorio en función de las reglas claras que 
estaban establecidas en el Presupuesto quinquenal. Y lo que vemos es que esto no se replica en los demás 
departamentos. El otro día, el Alcalde de Juan Lacaze nos dijo que el Intendente había sacado una resolución 
estableciendo que las únicas órdenes que debían acatar los funcionarios de dicho Municipio eran las del 
Intendente y que, por lo tanto, él no podía mandar a los funcionarios porque dependían directamente del 
Intendente. Eso no pasa en Maldonado. Si bien tenemos visiones distintas de los planteos que hacemos, en 
esa distribución de los recursos, lo que sucede en Maldonado es diferente a lo que se ve en el resto de los 
departamentos. Y no es justo que los Gobiernos Departamentales, así como obtienen recursos a través del 


Presupuesto Nacional, no quieran hacer lo mismo con los Gobiernos locales: recibo del Gobierno nacional un 
monto equis, pero después no lo distribuyo entre los Municipios y los Gobiernos Locales. Esa situación ha 
sido distinta para Maldonado. 


No es menor tampoco que en esta recorrida que hicimos por los Municipios, el único Alcalde que planteó 
diferencias y autonomía económica y financiera a través de los recursos generados fue el de Punta del Este. 
No voy a explicar por qué. Esa situación para nosotros es conceptualmente distinta; los recursos que se 
generan allí hay que distribuirlos en todo el territorio porque, si no, tendríamos Municipios muy enriquecidos 
en desmedro de los que no reciben esos recursos generados. Esa es la distribución que se está aplicando en 
Maldonado; cada Alcalde y cada Concejal sabe las obras que se van a hacer en cada territorio, en qué proceso 
están y para dónde van, y cada uno de ellos puede, a través del Municipio, modificar eso. Hay Municipios 
que ya han planteado distintas prioridades, que tuvieron que sacar obras establecidas en el Presupuesto 
quinquenal e implementar otras. Esa discusión se dio y lo hicieron. El Alcalde de Garzón -que también es del 
Partido Nacional-, a través del Proyecto Realizar, donde se fijaba una diferencia con lo que ya estaba 
destinado, dijo: "Hice esto porque hubo una voluntad política del Gobierno Departamental y porque respaldó 
la iniciativa del Municipio, que cambió las prioridades; teníamos tal prioridad y la cambiamos". Y ese es un 
dato objetivo que tiene Maldonado y no otros departamentos. 


No decimos esto porque pretendamos ser el ombligo del mundo y para que se reproduzca lo que nosotros 
hacemos en todos lados, porque hay realidades distintas, pero es un dato que cuando nosotros planteamos no 
sé si somos el ejemplo para decir las diferencias que tenemos y que lo de la descentralización está todo para 
atrás. Esa es la discusión que hay que dar y para nosotros el avance que ha tenido Maldonado no lo han 
tenido otros departamentos. La voluntad política desde el punto de vista de la creación de los Municipios 
existió, ya que el departamento está municipalizado al cien por cien. Inclusive, en aquellos lugares -porque 
pasaron a ser Municipios todas las Juntas Locales- que sabíamos que el Alcalde electo no sería del Frente 
Amplio, el Intendente instaló un Municipio. Esa es la base que tenemos que discutir y es lo que estamos 
planteando. 


SEÑOR AIRALDI.- Soy el Presidente de la Comisión de Descentralización. Verán ustedes lo difícil que 
es a veces el trabajo de la Presidencia, porque ellos dos están muy de acuerdo, pero creen estar en 
desacuerdo. Entonces, quiero pedir a los compañeros que no traslademos en esta reunión las 
diferencias que podemos tener en el seno de nuestra Comisión. 


SEÑORA ARRIETA.- No he pretendido plantear ninguna discrepancia, porque me he referido a la ley. 
En ningún momento me referí a la condición de Maldonado. Cuando hablo de la distribución del 
Presupuesto, me estoy refiriendo específicamente a lo que la ley dice. Me aclaró mucho la intervención 
de los Diputados en cuanto al sentido de incentivar esa distribución. Comencé diciendo que éramos 
conscientes de que la autonomía departamental consagrada en la Constitución limitaba en cierta 
medida la posibilidad de fijar criterios más rígidos en la distribución del Presupuesto. En ningún 
momento me referí a Maldonado ni a ningún departamento en particular, sino a la ley, que no dice que 
del Presupuesto quinquenal, de acuerdo a tales o cuales criterios, se deberá dar tanto para atender la 
red vial o cuanto para las necrópolis o para otros roles. Estoy hablando objetivamente de lo que dice la 
ley; después, cada departamento, precisamente en base a su autonomía, lo ha aplicado de distinta 
manera. Así como podemos tener diecinueve reglamentaciones, la Junta Departamental de Maldonado 
tiene un decreto que reglamenta la ley, y es nuestra intención revisarlo y ajustarlo a la eventual 
modificación de la ley. 


Quiero hacer tres preguntas. 


Entiendo que al día de hoy no hay ningún tipo de acumulación en la elección del Alcalde y quiero 
confirmarlo porque tal vez estoy en un error. Si bien es atendible lo que el señor Diputado Bayardi dijo en 
cuanto a que puede ser quizás un camino por la identidad, lo que hoy significa es que no hay ningún tipo de 
acumulación, como sí sucede con la elección del Intendente: varias listas llevan el mismo candidato. Lo que 
se ve es esa dificultad; quizás no es la acumulación por sublemas lo que se quiere transmitir. 


Además, quisiera que nos leyeran cómo están redactados en el proyecto de ley los aspectos que tienen que 
ver con la creación de nuevos Municipios, los plazos, la intervención de la Junta Departamental y la opinión 
preceptiva del Intendente, porque en función de lo que habíamos hablado en Maldonado, nos estaba faltando 


una parte. Con respecto al artículo 19, en el que se mencionan los recursos del fondo de incentivos del 
Presupuesto Nacional para la gestión de los Municipios, quiero saber cómo se integra la Comisión Sectorial 
que fijaría los criterios porque, por ignorancia, lo desconozco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos repartiendo el proyecto para que puedan manejarlo. 


SEÑOR BAYARDI.- Para evacuar la consulta de la señora Edila debo informar que la Comisión 
Sectorial está integrada por delegados del Congreso de Intendentes y de los Ministerios competentes. 
El quinto inciso del artículo 230 de la Constitución dice: "La Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
asistirá al Poder Ejecutivo en la formulación de los planes y programas de desarrollo, así como en la 
planificación de las políticas de descentralización que serán ejecutadas:", y el inciso B) expresa "los 
Gobiernos Departamentales” -o sea que las políticas de descentralización serán ejecutadas por los 
Gobiernos Departamentales- "respecto de los cometidos que les asignen la Constitución y la ley. A estos 
efectos se formará una Comisión Sectorial que estará exclusivamente integrada por delegados del 
Congreso de Intendentes y de los Ministerios competentes, la que propondrá planes de 
descentralización que, previa aprobación por el Poder Ejecutivo, se aplicarán por los organismos que 
corresponda. Sin perjuicio de ello, la ley podrá establecer el número de los integrantes, los cometidos y 
atribuciones de esta Comisión, así como reglamentar su funcionamiento (...)". Entonces, esto está 
contenido en el artículo 230 de la Constitución. 


Con respecto a la otra pregunta, efectivamente no hay acumulación para los Alcaldes. 


SEÑORA ARRIETA.- Lo otro que había planteado tiene que ver con la conformación de nuevos 
Municipios y con qué ocurría en caso de la opinión desfavorable del Intendente, porque creo haber 
entendido que habría una posibilidad de que con una mayoría especial la Junta pudiera hacerlo de 
todas formas. 


SEÑOR BAYARDI.- Efectivamente, el artículo 16 del proyecto de ley dice: "El 30% (treinta por 
ciento) de los ciudadanos inscriptos en una localidad o circunscripción tendrá el derecho de iniciativa 
ante el Gobierno Departamental en los asuntos de su competencia, incluida la iniciativa para 
constituirse en Municipio". quiere decir que consagra el derecho de iniciativa a ese 30%- "En este caso 
la Junta Departamental, previa opinión preceptiva del Intendente" -hay que escuchar lo que piensa el 
Intendente-, emitida dentro de los 60 días"... 


SEÑOR AIRALDI.- Hay que escuchar de la misma forma que hay que escuchar a los Municipios 
cuando se refieren a su territorio; es escuchar la opinión. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


SEÑOR BAYARDI.- Hay que escucharlo en forma previa y se le da un plazo de sesenta días para que 
pueda emitir opinión a fin de que la iniciativa quede validada. La Junta Departamental podrá entonces 
disponer la creación del Municipio respectivo, aunque se trate de una población de menos de 2.000 
habitantes. Se le da el derecho de iniciativa al 30%, se elimina el eventual "poder de veto" -entre 
comillas- que tenía el Intendente por no hacer suya la iniciativa y se consagra la potestad de la Junta 
Departamental de sancionarlo, si así lo desea. 


Con respecto a los recursos, me parece lógico que el Alcalde de Punta del Este diga que se deben distribuir 
los recursos en el lugar donde se generan, pero esta discusión es muy vieja, porque lo mismo dice el Alcalde 
de Beverly Hills respecto a Garfield en Los Ángeles. Y se dan cuenta de que con respecto al nivel de ingresos 
de Beverly Hills, el de Garfield no existe. 


Me parece muy bueno el trabajo que han hecho con respecto a recoger problemas y traerlos, pero nosotros 
llegamos a la municipalización en contra del desarrollo histórico que han tenido los municipios a nivel del 
mundo. Estos tenían todas las potestades y constituían gobiernos. En el siglo XVIII hubo que matar a los 
gobernantes para lograr unificar algunos estados, entre ellos a Garibaldi, héroe nacional -soy garibaldino, 
aclaro para que el Partido Colorado no se ponga nervioso-, pero acá estamos haciendo la cosa inversa. Esto 


quiere decir que los municipios fueron forzados a ceder atribuciones por la vía de la Constitución, las leyes o 
el filo de las espadas. Acá estamos tratando de quitar atribuciones a los otros ámbitos; hoy no es muy 
saludable desde el punto de vista de la convivencia democrática apelar a la espada, por lo que hay que tratar 
de ganar espacios de consenso interno para que puedan ser consagrados. Entonces, habrá Intendentes, los 
actuales o los que vengan de futuro -no estoy hablando de ninguno en particular-, que tengan clara la 
importancia del proceso de descentralización y cedan competencias y recursos y estén para ir a más, y habrá 
otros que no, que no los van a mover. Aclaro que no estoy hablando de De los Santos ni de Zimmer, amigos 
cualquiera de los dos. Estoy hablando de que esta es una realidad que va a existir. Habría que ir generando 
opinión porque esto en algún momento va a exigir una reforma constitucional que permita superar las 
limitaciones que hoy se tienen para generar el marco legal que habilite el funcionamiento de los municipios. 
Habría que consensuarla al interior de cada uno de nuestros partidos políticos y de los partidos políticos entre 
sí, porque nadie la tiene fácil; dentro de los propios partidos puede haber visiones distintas con respecto a 
este proyecto. 


Creo que está bien el trabajo de ustedes y habría que tener la capacidad de multiplicarlo para saber la 
importancia que tiene la cercanía en términos de gestión para los problemas cotidianos y el dejar temas 
estratégicos de los departamentos en manos de otros niveles de gobierno para que no se entablen falsas 
contraposiciones como se entablan. Felicito este trabajo que va abriendo opiniones. Alguien acá planteó, y lo 
descarto, que ustedes las hayan trasladado al propio congreso de Ediles en una reflexión que tiene que abrirse 
paso. 


SEÑOR CAGGIANI.- Son muy buenos los aportes que se han hecho a la Comisión. En lo que tiene que 
ver con el artículo 16, contestando a la Edila del Partido Nacional -viene en representación de la Junta 
Departamental pero es del Partido Nacional-, debo decir que hablando con ella personalmente me 
referí a un borrador que existía, que después se modificó, y no contenía ese término. Lo que se 
establece es el derecho de iniciativa. La Junta Departamental va a pedir opinión preceptiva del 
Intendente y puede oír o no lo que este dice. Puede votar la creación de un municipio y se establece el 
mecanismo del artículo 281 de la Constitución en caso de que el Intendente la vete -el señor Diputado 
Bayardi, que es casi doctor constitucionalista, puede corregirme-; la Junta Departamental puede 
levantar ese veto por una mayoría especial, creo que es de tres quintos. En uno de los borradores se 
mencionaba el artículo 281 de la Constitución. En el proyecto que se presentó no se establece, aunque 
es el mecanismo formal que correspondería seguir en caso de que exista veto por parte del Intendente. 


SEÑOR AIRALDI.- Nos ha resultado muy rico este intercambio. Creemos que nos vamos con los 
insumos que vinimos a buscar. Luego lo discutiremos, pero nos parece que ha sido interesante y que la 
intervención de cada uno de los Diputados nos fue aclarando punto por punto. 


Esperamos quedar en contacto a través de las vías de comunicación que tenemos a disposición. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Pido disculpas porque en este momento también está sesionando la 
Comisión de Hacienda, lo que motivó que llegáramos tarde y nos hayamos tenido que ausentar en 
algunas oportunidades. Ese es el motivo por el que no pudimos permanecer en Sala durante toda la 
sesión. 


SEÑOR CASAS.- Valoramos el esfuerzo de los señores Ediles, que han hecho aportes muy 
importantes. 


Además, quiero decir que no solo en Maldonado funcionan bien, sino que en nuestro departamento de San 
José también funcionan correctamente con un Intendente blanco y alcaldes del Frente Amplio. El Alcalde de 
Ciudad del Plata reconoce mucho la labor y el apoyo que ha recibido por parte del Intendente. 


SEÑORA ARRIETA.- Agradecemos que hayan tenido la deferencia de atendernos. El intercambio ha 
sido muy enriquecedor, nos aclaró muchas dudas y nos da insumos para seguir trabajando. 


En mi caso, quiero resaltar la vocación descentralizadora. Creo que es un tema transversal a los partidos 
políticos y en todos ellos hay entusiasmo por la descentralización y el fortalecimiento de los Municipios. 


También aclaro que no venimos a favor ni en contra de ningún Intendente de todo el país y me hago eco de 
las manifestaciones de los señores Diputados. Estamos con la mayor objetividad pensando en el futuro, sea 
cual sea el Intendente de cualquiera de los partidos políticos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No puede hacer uso de la palabra por el motivo que expuso el señor Diputado 
Pérez González en el sentido de que estábamos participando en dos Comisiones al mismo tiempo. 


Quiero dejar constancia de la importancia de estas reuniones y recordar que no solamente en cuanto al tema 
que hoy nos ocupa debe haber una relación entre las Comisiones de Descentralización de las Juntas 
Departamentales y la nuestra. Si bien nuestra Comisión es Especial, es la tercera Legislatura que funciona y, 
seguramente, lo seguirá haciendo en la próxima, si lo resuelve la mayoría de la Cámara. Nuestra Comisión 
trata de asuntos municipales y descentralización, por lo tanto, quienes la integramos tenemos una vocación 
por el tema al igual que quienes trabajan en la descentralización en el ámbito de los Gobiernos 
Departamentales. 


En definitiva, las puertas están abiertas. Por suerte, actualmente la tecnología permite estar en contacto por 
distintas vías, por ejemplo, el correo electrónico, para intercambiar opiniones. Y si es necesario, buscaremos 
la manera de que ese intercambio sea presencial. 


No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


